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Pereira, febrero veintiocho de dos mil cinco 

       Aprobado por acta No. 074. 9 am

Por existir identidad de objeto e identidad de accionados, en los términos del artículo 3 del Decreto 1382 de 2000, esta Sala de Decisión tiene la facultad de desatar mediante un solo proveído las impugnaciones incoadas contra las siguientes sentencias de amparo:

FECHA DEL FALLO
JUZGADO QUE LO EMITE
ACCIONANTE
ACCIONADOS
DECISIÓN

Enero 18 de 2005
Juzgado Tercero  Penal del Circuito de Pereira 
LUIS FERNANDO PÉREZ MEJÍA
Hospital San Jorge de Pereira, Secretaría de Salud Departamental y Departamento de Risaralda.
CONCEDE EL AMPARO 

Enero 18 de 2005
Juzgado Tercero  Penal del Circuito de Pereira 
ENSA ELIRIS GÓMEZ PEREA 
Hospital San Jorge de Pereira, Secretaría de Salud Departamental y Departamento de Risaralda.
CONCEDE EL AMPARO

Enero 25 de 2005
Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira  
PATRICIA OLAYA HENDES
Hospital San Jorge de Pereira, Secretaría de Salud Departamental y Departamento de Risaralda.
CONCEDE EL AMPARO

Enero 25 de 2005
Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira  
JORGE ENRIQUE MARÍN 
Hospital San Jorge de Pereira, Secretaría de Salud Departamental y Departamento de Risaralda.
CONCEDE EL AMPARO

Enero 26 de 2005 
Juzgado Quinto  Penal del Circuito de Pereira  
LUIS ENRIQUE LÓPEZ CAÑAVERAL
Hospital San Jorge de Pereira, Secretaría de Salud Departamental y Departamento de Risaralda.
CONCEDE EL AMPARO

Febrero 7 de 2005
Juzgado Sexto Penal del Circuito 
MERCEDES ROSA SERNA URIBE 
Hospital San Jorge de Pereira, Secretaría de Salud Departamental y Departamento de Risaralda.
CONCEDE EL AMPARO

Enero 21 de 2005
Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira 
CÉSAR AUGUSTO GUTIÉRREZ 
Hospital San Jorge de Pereira, Secretaría de Salud Departamental,  Departamento de Risaralda y Ministerio de Protección Social. 
CONCEDE EL AMPARO

1.- SOLICITUDES  

Todos los accionantes convinieron en decir que son trabajadores de la Empresa Social del Estado Hospital Universitario San Jorge de Pereira y que a estas alturas del año 2005 todavía siguen esperando el pago de sus salarios y demás prestaciones sociales correspondientes a los meses de noviembre y diciembre de 2004. 

La jurisprudencia constitucional ha protegido de manera acentuada los derechos de los trabajadores en materia salarial, pues sólo así se puede cumplir oportunamente con los compromisos de orden individual y familiar. 

A guisa de ejemplo manifestaron que así como es constitucional y legal que los deudores morosos puedan ser incluidos en las bases de datos de las centrales de riesgo, de la misma manera es aceptable que a través de la tutela se obligue al pago oportuno de acreencias laborales.

La insolvencia de las entidades públicas no puede convertirse en pretexto para demorar el pago.

Por lo anterior, solicitaron la asistencia de la judicatura para eliminar de una vez la vulneración alegada. 

2.- SENTENCIAS 

2.1. La señora Juez Primera Penal del Circuito de Pereira, la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira y el señor Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira, en los cinco casos sometidos a su consideración, coincidieron en que efectivamente se han vulnerado los derechos de los trabajadores accionantes y que debido a la autonomía administrativa y financiera que cobija a la ESE Hospital Universitario San Jorge, es esta entidad de manera exclusiva la llamada a cumplir con el fallo de tutela (se desvincularon los otros accionados). 

Conforme con las reglas jurisprudenciales trazadas para asuntos similares, es claro que estamos frente a la degradación del mínimo vital, pues han pasado más de dos meses desde que se produjo la congelación salarial. De ninguna manera pueden aceptarse como excusas las dificultades económicas de la entidad para denegar el amparo.

Por todo esto, los funcionarios constitucionales tutelaron los derechos al mínimo vital de LUIS FERNANDO PÉREZ MEJÍA, ENSA ELIRIS GÓMEZ PEREA, PATRICIA OLAYA HENDES, JORGE ENRIQUE MARÍN y MERCEDES ROSA SERNA URIBE; en consecuencia, ordenaron a la ESE accionada a cancelar los salarios congelados (no así las otras prestaciones porque para ello deben agotar los tramites ordinarios) en un plazo máximo de cuarenta y ocho horas. En caso de no existir disponibilidad presupuestal, ordenaron iniciar los trámites para garantizar el pago en un plazo no superior a dos (2) meses.    

2.2. El señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, valiéndose de copiosa jurisprudencia, consideró que si bien la acción de tutela no procede en tratándose de asuntos laborales, aquí sobrevine una causa de excepción, cual es, la existencia de un atentado al mínimo vital.   
Refirió que así como la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira tiene autonomía administrativa y financiera, no puede esa entidad pretender que sean otras las que asuman las consecuencias de su falta de liquidez. 

En este orden de ideas, concedió el amparo del derecho al mínimo vital del señor LUIS ENRIQUE LÓPEZ CAÑAVERAL y le ordenó a la ESE accionada que en un plazo de cuarenta y ocho (48) horas inicie las gestiones para que en el máximo de las treinta y seis (36) horas siguientes, cancele los salarios adeudados. 

Como las demás prestaciones sociales no afectan el mínimo vital, consideró que las mismas deben ser reclamadas por medio de los mecanismos ordinarios. 

2.3. El señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira dedujo que con la congelación de los salarios de la que fue objeto el ciudadano CÉSAR AUGUSTO GUTIÉRREZ CARDONA, se pone en peligro su calidad de vida, pues su salario es su único medio de supervivencia. El mínimo vital fue torpedeado y reúne los presupuestos jurisprudencialmente trazados (el incumplimiento fue prologado, fue superior a dos meses, no se desvirtuó la presunción de afectación y las excusas vertidas fueron injustificadas).   

Como el Hospital Universitario San Jorge, el Departamento de Risaralda y el Ministerio de Protección Social suscribieron convenios de reestructuración de la Empresa Social, todos ellos deben acudir para que en un plazo máximo de quince (15) días se cancele la totalidad de la deuda. 

Desvinculó a la Secretaría de Salud Departamental de estas diligencias.   

3.- IMPUGNACIÓN

3.1. En los siete procesos, acude la apoderada de la ESE Hospital Universitario San Jorge para referir: 

1. La red Hospitalaria del país atraviesa por una grave crisis de liquidez. Los dineros deben ser girados por el Gobierno Nacional quien nunca abarca el monto total para cubrir los costos por la atención de la población más pobre; por ello la entidad ha tenido que priorizar entre la vida de los pacientes y los salarios de los trabajadores. 

2. Con el Departamento del Risaralda y con el Ministerio de Protección Social se suscribieron convenios tendientes a la reorganización de la planta de personal y que pretendían la cancelación de toda la deuda laboral que existiera hasta el treinta y uno (31) de diciembre de 2004, sin embargo, dada la escasez de dinero en caja se ha optado por salvar vidas.  

3. Se han estado realizando todos los trámites administrativos para la consecución de los recursos. 

Por lo anterior, se debe revocar el fallo de tutela y en su lugar se debe requerir al Ministerio de Protección Social y a la Gobernación del Departamento de Risaralda para realizar el desembolso de los dineros. 

3.2. Sólo en el caso sometido al conocimiento del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, acudió el apoderado del Departamento de Risaralda para mostrar su inconformidad.

Manifiesta que el accionante en ningún momento tuvo relación laboral con el Departamento; ésta sólo existió con el Hospital Universitario San Jorge, entidad descentralizada, con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa. 

Debe ser entonces la mencionada ESE la llamada, de manera exclusiva, al cumplimiento de la “sagrada obligación de cancelar los salarios del accionante”. No puede olvidarse que el Departamento en el año 2004 giró gruesas sumas de dinero para que el Hospital cumpliera sus compromisos laborales y asistenciales. 

4.- SE CONSIDERA
4.1. Problema Jurídico 

Son siete los asuntos que la Sala debe analizar. En todos ellos está suficientemente claro que los accionantes son personas vinculadas laboralmente con la Empresa Social del Estado Hospital Universitario San Jorge de Pereira y que su derecho al mínimo vital se ha venido vulnerando.

En lo que sobreviene polémica, es en lo que toca con la entidad llamada a cumplir. Así las cosas, corresponde en segunda instancia,  a la luz de los postulados constitucionales y de la competencia que le asiste a los Jueces de Tutela, asentar de manera definitiva si el Ministerio de Protección Social y el Departamento de Risaralda también deben ser obligados al pago de los salarios congelados.  

4.2. Solución al Debate Planteado

No han sido pocos los casos sometidos al conocimiento de los jueces en los que se ha buscado el pago de salarios y prestaciones sociales. En efecto, ésta Sala de Decisión ha tenido numerosos pronunciamientos a través de los cuáles se han tenido que hacer ponderaciones constitucionales con el objetivo de fundar la procedencia o no de esa protección fundamental.

La remuneración salarial ha sido considerada como un derecho fundamental. Veamos:   

La cumplida cancelación del salario está íntimamente ligada a la protección de valores y principios básicos del ordenamiento jurídico, que velan por la igualdad de los ciudadanos, el ideal de un orden justo, el reconocimiento de la dignidad humana, el mínimo material sobre el cual puede concretarse el libre desarrollo de la personalidad, y se realiza el amparo de la familia como institución básica de la sociedad. No puede olvidarse que la figura de la retribución salarial está directamente relacionada con la satisfacción del derecho fundamental de las personas a la subsistencia, reconocido por la Corte Constitucional como emanación de las garantías a la vida, a la salud, al trabajo, y a la seguridad social. Además, no puede perderse de vista que, como la mayoría de garantías laborales, el pago oportuno de los salarios es un derecho que no se agota en la satisfacción de las necesidades de mera subsistencia biológica del individuo, pues debe permitir el ejercicio y realización de los valores y propósitos de vida individuales y su falta compromete el logro de las aspiraciones legítimas del grupo familiar que depende económicamente del trabajador.

Ahora bien, en los sub examine  se puede observar de manera ostensible la forma como se les ha impedido a honestas e inocentes familias acceder a los más elementales servicios de salud, vestuario, recreación y hasta educación (teniendo en cuenta que por esta época se ha dado inicio a la temporada escolar del año 2005).  

En ese sentido, la Sala comparte la forma como los jueces de primera instancia, luego de la aplicación de las reglas existentes sobre el mínimo vital, procedieron al conceder el amparo invocado. 

Frente a la entidad llamada a cumplir, encuentra la Sala que la única que está legalmente precisada con el pago de los salarios es y será de manera exclusiva la Empresa Social de Estado Hospital Universitario San Jorge de Pereira, no sólo por sus características de autonomía administrativa y presupuestal (que ya fueron ampliamente citadas por los jueces de instancia), sino además por lo siguiente:

1. Los siete accionantes tienen un vínculo exclusivo con el referido organismo. En ningún momento lo tienen con el Departamento de Risaralda ni con el Ministerio de Protección Social. 

2. Estas dos últimas entidades, si bien han suscrito convenios para ayudar a la ESE a superar su terrible crisis presupuestal, efectivamente han realizado los desembolsos por los altísimos valores acordados. 

3. La misma ESE ha reconocido que el dinero de los salarios lo gastó en otras atenciones. Si esto es así, sería ilógico, incoherente e irracional obligar al Departamento y al Ministerio a pagar nuevamente unos dineros que fueron oportunamente saldados. 

De ninguna manera la judicatura desconoce que la vida de los pacientes sea un factor trascendental, lo que ocurre es que la vida de los trabajadores y la de sus familiar también lo es; no es loable ni constitucionalmente aceptable sacrificar unas vidas por otras como lo ha pretendido el Hospital San Jorge. Por ello, es su responsabilidad exclusiva buscar alternativas legítimas para lograr el cumplimiento de sus compromisos, los que ya fueron debidamente incluidos en el presupuesto anual. 

El hecho de sobrevenir incumplimiento por parte de la Nación para el giro de los dineros destinados al sector salud, no puede convertirse en aval para hacer traslados presupuestales que de manera arbitraria poner en serio riesgo la estabilidad familiar y vital de los trabajadores. 

En la reciente sentencia T-902 de 2004 donde figura como accionada la ESE Hospital de Caldas, la Corte desestimó las excusas vertidas para no pagar los salarios con los siguientes argumentos:  

De otra parte, cabe resaltar que en ningún caso son de recibo los argumentos relacionados con la situación de crisis económica, presupuestal o financiera a fin de justificar el incumplimiento en el pago de salarios, cuando sea clara la afectación al mínimo vital de los trabajadores.  En relación con este aspecto, la Corte mediante sentencia T-167 de 2000, M.P. Alfredo Beltrán Sierra, estableció:

“También se ha precisado que estos principios generales de protección a las necesidades básicas económicas de los trabajadores o pensionados, se aplican frente a todas las personas que tengan la obligación de responder por el salario o la pensión, es decir, que resulta indiferente si el responsable es un ente privado o público, tal como se analizó en la sentencia T-323 de 1996. Tampoco, resulta relevante si el responsable de los pagos se encuentra, como en este caso, en algún trámite concursal, concordato o acuerdo de recuperación de negocios, o en concurso liquidatorio, ni si el proceso correspondiente se adelanta ante una entidad administrativa, como la Superintendencia de Sociedades, o ante un juez de la República. La esencia del asunto está en que cuando una persona tiene reconocido su derecho al salario o a la mesada pensional, aspectos no sustanciales al propio reconocimiento, no pueden menoscabar el mínimo vital del interesado, pues, de ser ello así, se pone en situación de indefensión, o de subordinación, según el caso, y resulta procedente que el juez de tutela conceda el amparo buscado”.

De igual manera, en la sentencia T-1049 de 2003 se dejó muy claro que corresponde a las Empresas Sociales de manera directa, la atención de todos sus compromisos.

En este orden de ideas, entendiendo que los funcionarios de tutela no pueden dirigir u ordenar a las entidades públicas que aumenten los valores que están dispuestos a girar para alivianar la crisis del sector salud (pues ello hace parte de su autonomía, orientada por el principio constitucional de separación de poderes), es evidente que el Departamento de Risaralda y el Ministerio de Protección Social no pueden ser cobijados por las órdenes dictadas. 

4.3. Conclusiones 

4.3.1. Los fallos emitidos por los Juzgados Primero, Tercero y Sexto Penales del Circuito de Pereira, merecen ser confirmados íntegramente, no sólo por sus prudentes y coherentes fundamentos jurídicos, sino también por la manera como aplicaron a cabalidad las líneas jurisprudenciales trazadas para el pago de salarios. 
4.3.2. El fallo rubricado por el Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira también merece confirmación en sus aspectos esenciales, pero debe ser adicionado en el sentido de fijar un plazo máximo de dos (2) meses para que, en caso de inexistir disponibilidad presupuestal, se hagan las gestiones y se logre el pago de los salarios adeudados al ciudadano LUIS ENRIQUE LÓPEZ CAÑAVERAL.
   

4.3.3. El fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira merece una confirmación SÓLO del aparte que concede el amparo deprecado, pues no se podía, como en efecto lo anuncia el apoderado del Departamento de Risaralda en su impugnación, condenar a entidades distintas de la Empresa Social del Estado Hospital Universitario San Jorge, todo esto en atención a los motivos citados en líneas precedentes. Como comentario al margen, llama la atención que se hubiera vinculado y condenado al Ministerio de Protección Social cuando el decreto 1382 de 2000 expresamente excluía la competencia del Juzgado para este tipo de determinaciones.  

De igual manera, no podía el funcionario ordenar el pago total de lo adeudado al ciudadano CÉSAR AUGUSTO GUTIÉRREZ, pues la acción de tutela como mecanismo subsidiario sólo puede proteger el derecho al mínimo vital el cual se presume vulnerado únicamente por el no pago de los salarios. Se hará la aclaración respectiva. Las demás prestaciones sociales deben ser cobradas a través de los mecanismos ordinarios de reclamación.    

Los plazos también merecen modificación según lo esbozado en este proveído. 

4.4. Otras decisiones 

4.4.1. No obstante que la ESE Hospital Universitario San Jorge es la única entidad llamada a pagar y que el Juez de tutela no puede imponer a otras autoridades asuntos que resultan extraños a sus deberes oficiales, considera el Tribunal conveniente oficiar al Presidente de la República, al Ministro de Protección Social, al Superintendente de Salud y al Gobernador del Departamento de Risaralda para que dentro del marco de sus competencias dirijan sus esfuerzos de manera prioritaria y solidaria a solventar la terrible crisis financiera que ha venido agobiando al Hospital San Jorge y que conlleva al desconocimiento de los derechos fundamentales de cientos de personas (entre pacientes y empleados).

4.4.2. Como se observa una posible destinación dineraria diferente a la presupuestada, se oficiará a la Procuraduría General de la Nación para que ejerza una minuciosa vigilancia administrativa sobre el manejo de los dineros que el Departamento de Risaralda y el Ministerio de Protección Social han girado al Hospital Universitario San Jorge de Pereira. 
5.- DECISIÓN FINAL 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por la señora Juez Primera Penal del Circuito, por medio de la cual tuteló el derecho al mínimo vital del ciudadano JORGE ENRIQUE MARÍN. 
SEGUNDO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por la señora Juez Primera Penal del Circuito, por medio de la cual tuteló el derecho al mínimo vital de la accionante PATRICIA OLAYA HENDES.
TERCERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira, por medio de la cual tuteló el derecho al mínimo vital del ciudadano LUIS FERNANDO PEREA MEJÍA. 

CUARTO:  SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira, por medo de la cual tuteló el derecho al mínimo vital de la accionante ENSA ELIRIS GÓMEZ PEREA.  

QUINTO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el señor Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira, por medio de la cual tuteló el derecho al mínimo vital de la accionante MERCEDES ROSA SERNA URIBE.   

SEXTO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia proferida por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, por cuanto se ADICIONA en el sentido de fijar un plazo máximo de dos (2) meses contado a partir del momento en el que se notificó el fallo de primera instancia, para que, en caso de inexistir disponibilidad presupuestal (situación que debe ser informada de manera motivada a la judicatura), se hagan las gestiones pertinentes y se logre el pago de los salarios adeudados al ciudadano LUIS ENRIQUE LÓPEZ CAÑAVERAL.   

SÉPTIMO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia rubricada por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira únicamente en cuanto concede el amparo del derecho al mínimo vital del ciudadano CÉSAR AUGUSTO GUTIÉRREZ. La decisión SE MODIFICA de la siguiente manera: Se ordena a la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira que en el término de cuarenta y ocho (48) horas (si es que esto aún no ha sucedido) cancele en su totalidad los salarios adeudados al señor GUTIÉRREZ. En caso de inexistir disponibilidad presupuestal (situación que debe ser informada de manera motivada a la judicatura), se fija un plazo máximo de dos (2) meses contado a partir del momento en el que se notificó el fallo de primera instancia, para que se hagan las gestiones pertinentes y se logre el pago respectivo. Esta decisión de tutela no cobija al Ministerio de Protección Social ni al Departamento de Risaralda, según se expuso. 

OCTAVO: LÍBRENSE las comunicaciones anunciadas en el punto 4.4 del presente proveído.  

NOVENO: SE REMITIRÁ el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                               VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
� Todo esto a la luz de los pronunciamientos emitidos por la Corte Constitucional. Ver entre muchas otras, las sentencias T-043 de 2001, T-386 y T-593 de 2001, Magistrado Ponente: Álvaro Tafur Galvis, y T-306 de 2001, Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil entre otras.


� Corte Constitucional. Sentencia SU-995 de 2000. M.P. Carlos Gaviria Díaz


� Esta posición fue reiterada en la sentencia T-580 de 2003, M.P. Rodrigo Escobar Gil, en la cual la Corte señaló: “Por lo tanto, la grave situación de déficit fiscal que atraviesa el sector salud, como se ha dicho en otras sentencias, en nada justifica la falta de pago a los trabajadores que actualmente sí cumplen con su parte de la relación laboral. En efecto, el anterior no ha sido argumento válidamente considerado por la Corte para justificar la ausencia de la disponibilidad presupuestal previa y suficiente para lograr atender las obligaciones laborales en tiempo. Como lo expuso recientemente la sentencia T-652 de 1999, de aceptarse la excusa propuesta por el ente accionado, ocurriría que el juez llamado a dar efectiva protección a los derechos fundamentales, paradójicamente prohijaría su desconocimiento al aceptar el incumplimiento de las obligaciones laborales que comprometen el derecho a la subsistencia en condiciones dignas y otros derechos fundamentales”.





� Así ha procedido la Corte en varias oportunidades. Al respecto, pueden consultarse las sentencias T-777 de 2002, M.P. Alfredo Beltrán Sierra, T-1049 de 2003 y T-902 de 2004 M.P. Clara Inés Vargas Hernández.
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